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Carta abierta: Solicitud de cese de toda financiación procedente de la industria del tabaco y 
la nicotina a la Cátedra CIRRCE 
 
Estimados señores/as: 
 
Las organizaciones sanitarias, científicas, profesionales, ciudadanas y de pacientes que suscribimos esta 

carta nos dirigimos a ustedes para expresar nuestra profunda preocupación por la continuidad de la 

Cátedra de Investigación para la Reducción del Riesgo Cardiovascular de Extremadura (CIRRCE), 

impulsada por la Universidad de Extremadura con apoyo de la Diputación de Cáceres y financiación de 

Philip Morris International. Entre los objetivos y vías de acción declarados de la cátedra se incluyen la 

colaboración con el Servicio Extremeño de Salud, la formación universitaria, la concesión de becas de 

investigación y la divulgación. Su actividad se ha proyectado además sobre el ámbito asistencial y 

formativo. 

 



 
 

 

 

 

 

Consideramos que la existencia de una cátedra universitaria pública vinculada y financiada por una 

multinacional tabaquera resulta incompatible con las obligaciones de protección de la salud pública 

asumidas por España y con los principios de independencia que deben regir la actividad académica y 

científica de una universidad pública. 

 

El artículo 5.3 del Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco (CMCT), ratificado por España 

y por tanto integrado en nuestro ordenamiento jurídico, obliga a todas las instituciones públicas a 

proteger las políticas públicas de salud frente a los intereses comerciales y otros intereses creados de 

la industria del tabaco. Las directrices de aplicación de ese precepto son claras al afirmar que existe un 

conflicto fundamental e irreconciliable entre los intereses de la industria tabaquera y los de la salud 

pública. Ese principio no puede quedar al margen de las instituciones académicas públicas, y menos 

aun cuando se trata de estructuras que operan en el ámbito sanitario o de investigación en salud. 

 

Somos conscientes de que las decisiones de la Universidad de Extremadura están amparadas por la 

autonomía universitaria (artículo 27.10 de la Constitución) y la libertad de cátedra (artículo 20.1.c). Sin 

embargo, ninguna de esas garantías exime del deber de proteger la salud pública ni ampara la 

aceptación de fondos procedentes de una industria en conflicto estructural e irreconciliable con la 

misión sanitaria e investigadora de la institución. Las propias directrices de aplicación del artículo 5.3 

del CMCT extienden expresamente el deber de protección a todos los organismos públicos, 

«instituciones académicas incluidas», y el Convenio vincula a España como Parte en el conjunto de sus 

poderes y administraciones públicas, entre las que se cuenta una universidad pública sostenida con 

fondos públicos. La autonomía universitaria es autonomía para investigar y enseñar con 

independencia; no es un título para subordinar espacios de investigación en salud a los intereses 

comerciales de quien los financia. 

 

La preocupación no es teórica ni abstracta. La creación y actividad de la Cátedra CIRRCE ha suscitado 

ya el rechazo de profesionales sanitarios, organizaciones de pacientes, sociedades científicas y 

entidades de salud pública, precisamente por el riesgo de interferencia de la industria del tabaco en 

espacios de investigación, formación y legitimación institucional. 

 

Por ello, las organizaciones firmantes solicitamos formalmente: 

1. El cese inmediato de toda financiación, patrocinio o apoyo económico procedente de Philip 

Morris International o de cualquier otra empresa de la industria del tabaco o la nicotina a la 

Cátedra de Investigación para la Reducción del Riesgo Cardiovascular de Extremadura (CIRRCE), 

así como la rescisión o modificación de los convenios que permitan dicha financiación. 

2. Que, una vez eliminada toda financiación procedente de la industria del tabaco y la nicotina, 

la Universidad de Extremadura garantice la plena independencia de la Cátedra CIRRCE 

mediante un modelo de financiación alternativo, transparente y libre de conflictos de 

intereses. 

3. En caso de que la Universidad considere que la continuidad de la cátedra depende 

necesariamente de la financiación de la industria del tabaco, solicitamos el cierre de la Cátedra 

CIRRCE. 

 

 



 
 

 

 

 

 

4. La adopción por parte de la Universidad de Extremadura de un protocolo público de 

prevención y gestión de conflictos de intereses con la industria del tabaco y la nicotina, 

conforme al artículo 5.3 del Convenio Marco de la OMS para el Control del Tabaco, que impida 

en el futuro la creación o mantenimiento de estructuras académicas financiadas por este 

sector. 

5. La retirada de cualquier respaldo institucional de la Diputación de Cáceres a iniciativas 

académicas, científicas o formativas financiadas, directa o indirectamente, por la industria 

del tabaco y de la nicotina sin fines terapéuticos. 

 

Una universidad pública no puede convertirse en un espacio de blanqueamiento reputacional para una 

industria cuyos productos causan enfermedad, adicción y muerte. La independencia académica, la 

integridad institucional y la protección de la salud pública exigen una respuesta clara. 

 

Confiamos en que las instituciones destinatarias atiendan esta solicitud y adopten las medidas 

necesarias para asegurar que la Universidad de Extremadura y las administraciones implicadas actúen 

de forma coherente con los compromisos internacionales de España en materia de control del tabaco 

y con los principios básicos de ética pública y salud pública. En este sentido, les recordamos el Acuerdo 

alcanzado a este respecto a nivel de la Comisión de Salud Pública del Consejo Interterritorial del 

Sistema Nacional de Salud. El documento aprobado por todas las CCAA y por el Ministerio de Sanidad 

titulado “Productos del tabaco y relacionados: Implicación de su consumo en la salud pública” advierte 

de la existencia de riesgos para la salud derivados del consumo de los productos alternativos 

promocionados por la industria y recuerda las obligaciones citadas anteriormente respecto al Convenio 

Marco. 

 

Con el ánimo de facilitar una respuesta institucional y de evitar una controversia pública prolongada, 

solicitamos que las instituciones destinatarias nos comuniquen por escrito las medidas adoptadas en 

un plazo de 30 días naturales desde la recepción de esta carta. En ausencia de respuesta o de medidas 

efectivas en dicho plazo, las organizaciones firmantes se reservan la facultad de dar difusión pública a 

esta solicitud y de elevar la cuestión a las instancias competentes —incluidas la Comisión de Salud 

Pública del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, el Ministerio de Sanidad y los órganos 

responsables de la garantía de la integridad y la independencia académicas—, a fin de asegurar el 

cumplimiento de las obligaciones derivadas del artículo 5.3 del CMCT. 

 

Quedamos a su disposición para cualquier reunión o aclaración adicional que consideren oportuna. 

 

Atentamente, 

 

 

https://www.sanidad.gob.es/areas/promocionPrevencion/tabaco/legislacionAcuerdosDenuncia/docs/Acuerdo_Productos_Tabaco.pdf

